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Presupuesto 2026: la tentación de la imprudencia 
 
El presupuesto 2026 profundiza déficits y sacrifica inversión: un camino riesgoso 
para Guatemala. 
 
El Presupuesto del Estado debería ser la principal herramienta de política económica de un país. Pero en 
Guatemala, una vez más, corremos el riesgo de que el Presupuesto 2026 se convierta en un vehículo para 
aumentar el gasto improductivo, financiar clientelismo y comprometer la sostenibilidad fiscal. 
 
A primera vista, el proyecto de Presupuesto que hoy discute la Comisión de Finanzas del Congreso prevé 
unos ingresos tributarios que parecen realistas; el problema está en el lado del gasto: la propuesta 
privilegia el funcionamiento sobre la inversión, incrementa la deuda pública y consolida una estructura 
presupuestaria rígida, en la que casi el 83% de los recursos ya está precomprometido. 
 
Este desbalance se traduce en un déficit fiscal extraordinario y peligrosamente elevado y en un saldo 
primario negativo que obliga al Estado a endeudarse, ya no solo para cubrir sus gastos, sino para pagar 
deudas anteriores. Esta es la antesala de un círculo vicioso que, de no corregirse, puede comprometer la 
estabilidad lograda en décadas anteriores. La teoría económica lo explica bien: la deuda pública excesiva 
puede estimular el crecimiento en el corto plazo, pero termina desplazando a la inversión privada, 
obligando a imponer tributos distorsionantes, aumentando los riesgos inflacionarios y reduciendo el 
margen de maniobra de la política contracíclica. Diversos estudios han mostrado que, al rebasar ciertos 
umbrales, la deuda deja de ser un motor y se convierte en un freno para el desarrollo. 
 
Más impuestos y más deuda terminan financiando clientelismo, en vez de infraestructura. 
 
Lo preocupante es que Guatemala ya podría encontrarse por encima del umbral de sobreendeudamiento 
(alrededor del 25% del PIB) identificado por diversos analistas (incluyendo técnicos del FMI). Aunque 
nuestra deuda sigue siendo baja en términos regionales, estamos entrando a una zona de riesgo. Ignorar 
estas advertencias puede tener costos severos: mayor fragilidad frente a choques externos, deterioro de 
la calificación de riesgo y pérdida de la confianza de inversionistas. A ello se suma la baja calidad del 
gasto. Apenas 17.5% del presupuesto se destina a inversión y la ejecución histórica muestra que ni 
siquiera se logra materializar lo asignado. Mientras tanto, se multiplican transferencias discrecionales a 
consejos de desarrollo y municipalidades, sin suficiente transparencia ni alineación con políticas de 



 
  
 

T. (+502) 2319-8298 | D. Edificio INSIGNE, Colonia Vista Hermosa II, 25 Avenida 1-89, Oficina 1602, Zona 15, Ciudad de Guatemala | www.COPADES.com 

 

Estado. Así, más impuestos y más deuda terminan financiando clientelismo, en vez de infraestructura, 
salud o educación de calidad. 
 
Lo paradójico es que Guatemala, por su tradicional estabilidad macroeconómica, todavía conserva 
acceso a financiamiento interno y externo en condiciones favorables. Pero ese activo es frágil. Si los 
indicadores fiscales siguen deteriorándose, pronto se pondrá en entredicho nuestra calificación de 
riesgo. Y una vez que se pierde la confianza, cuesta mucho recuperarla. 
 
¿Qué hacer? Hay varias salidas. En el corto plazo, el Congreso debería reorientar el Presupuesto 2026: 
blindar la inversión prioritaria (a través del SNIP), reducir techos y fijar reglas claras para las 
modificaciones, y condicionar transferencias a planes validados. En el mediano plazo, urge adoptar reglas 
fiscales cuantitativas, fortalecer la Contraloría y modernizar los sistemas de gestión financiera. 
 
En ocasiones anteriores hemos advertido sobre la tentación de aprobar techos imprudentes sin reparar 
en la calidad del gasto. Hoy, más que nunca, Guatemala necesita preservar su estabilidad 
macroeconómica, invertir con eficiencia y recuperar la confianza en las finanzas públicas. De lo contrario, 
el costo de la imprudencia lo terminaremos pagando todos. 
 


